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Mensajes clave

• Las estrategias de aislamiento, 
distanciamiento social y cuarentena 
como se han implementado en el resto 
del mundo, si bien necesarias, no son 
sostenibles en el largo plazo para los 
asentamientos precarios. Se requiere 
un acompañamiento con programas 
que atiendan sus necesidades básicas 
insatisfecha para que la cuarentena no 
ponga en riesgo la supervivencia de los 
habitantes. 

• La integración regional es clave para 
promover un fondo regional que apoye 
las acciones para atender tanto la 
emergencia como para la recuperación 
social, económica y productiva de los 
hogares y empresas. 

• Se requiere una gobernanza urbana y 
política pública que opere bajo esque-
mas de coordinacion intersectorial en 
las multiples escalas de gobierno para 
atender la crisis, fortalecer la resiliencia 
territorial y construir colectivamente 
en el periodo de recuperación de la 
pos-pandemia.  

• La generación y articulación de datos 
territoriales —geoestadísticos— es 
fundamental para identificar niveles de 
vulnerabilidad, priorizar la atención 
integrada y hacer seguimiento de las 
medidas sobre los asentamientos 
precarios.  Por tanto, se requiere 
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desarrollar métodos más dinámicos y  
colaborativos con la sociedad civil para
asegurar un mejor conocimiento de los 
territorios.

• La estrategia más expedita para 
capitalizar la respuesta inmediata 
y aportar a la recuperación post pande-
mia de largo plazo, es generar una 
alianza intersectorial regional que 
impulse un renovado programa de 
mejoramiento integral de barrios salu-
dables con esquemas de propiedad 
colectiva y vivienda cooperativa.

• La reactivación de la economía 
requiere un cambio de paradigma, una 
‘recuperación regional verde’, en la 
cual, la construcción de infraestructura, 
programas de vivienda y de desarrollo 
urbano integral incorporen la función 
social y ecológica del suelo,  la 
inclusión social y justicia climática. 

• La población migrante muchas veces 
en situación de invisibilidad y con 
dificultades de acceder a derechos 
y oportunidades laborales es un 
segmento de extrema vulnerabilidad en 
el contexto de pandemia, es clave 
desarrollar un abordaje especifico en 
las políticas de vivienda y mejoramiento 
de barrios, para que sean conectadas 
con programas de integración socioe-
conómica. 



2   Fuente: Becerril Miranda (2020). Con base en Agustin, M., Acero, J. L., Aguilera, A. I., & Marisa, G. (Eds.). (2018). Estudio de la urbanización 
en Centroamérica: Oportunidades de una Centroamérica urbana. https://doi.org/10.1596/978-1- 4648-1220-0

El 14 de abril pasado se desarrolló el  LAV titulado “Asentamientos precarios y vivienda 
social: Impactos del COVID-19 y respuestas", promovido por el promovido por el 
Consejo Centroamericano de Vivienda y Asentamientos Humanos (CCVAH), a través de 
la Secretaría de la Integración Social Centroamericana (SISCA) y realizado a través de 
la Plataforma de Prácticas del Hábitat Urbano (UHPH). El objetivo del LAV fue Identificar 
respuestas a la crisis y emergencia generada por la COVID-19 y recoger insumos para 
acción pública en los asentamientos precarios de Centroamérica y la política de vivienda 
social, teniendo como perspectiva la promoción de un cambio estructural del 
contexto de desigualdades y segregación en las ciudades. 

En ese marco surgieron algunos apren-
dizajes para la acción tanto en el corto 
como en el mediano plazo.

Aprendizajes para la acción en el 
corto plazo:

• La vivienda está en la primera línea 
de defensa ante la pandemia. Sin 
embargo, en los países de América 
Central existe un importante déficit 
habitacional que contribuye a la forma-
ción de asentamientos informales, los 
cuales albergan aproximadamente al 
29% de la población urbana. En el caso 
de Guatemala, es de 39%. Estos 
asentamientos tienden a localizarse en 
zonas de riesgo a inundaciones, desli-
zamientos y terremotos. Asimismo, 3 
de cada 10 vivienda se encuentran en 
zonas de alto riesgo y de los 11.3 millo-
nes de hogares estimados en 2009, 
el 37% tenía algún tipo de déficit cuali-
tativo. La demanda por vivienda de 

calidad aumenta significativamente 
porque se estima que anualmente se 
constituyen 290,00 hogares. 

Para dar respuesta a esta situación, 
Honduras acaba de crear el Ministerio 
de la Vivienda y Asentamientos Huma-
nos, lo cual genera un espacio impor-
tante para redefinir las políticas a fin de 
dar respuesta a la necesidad imperiosa 
de atacar el déficit cualitativo de los 
asentamientos. El Ministerio tiene a su 
cargo reorientar los fondos de subsi-
dios para mejoramiento de barrios 
informales, para arrendamientos y para 
la atención de la vivienda existente. 
“Tenemos que realinear y redefinir las 
políticas de vivienda, velando por un 
mejor futuro de nuestros barrios”, 
señala el Comisionado Presidente 
Sergio Amaya.

Los esfuerzos de Nicaragua se canali-
zan a través del programa social de 



de acceso a la vivienda. Dicha iniciativa 
se puso en marcha en el año 2009. La 
iniciativa permitió dar un salto substan-
tivo en la construcción de vivienda, 
pasando de construir 1000 viviendas al 
año hasta 6000 viviendas al año, con 
apoyo del sector privado. En ese 
marco, “el componente de subsidio ha 
sido de mucho provecho para las fami-
lias nicaragüenses. El último préstamo 
que ha sido aprobado es de 170 
millones, 110 van a ser canalizados 
hacia la vivienda de interés social, que 
es lo que los desarrolladores trabaja-
mos principalmente. De esos 110, 70 
millones van dirigidos al financiamiento 
de largo plazo que se maneja a través 
de un fideicomiso y 40 millones de 
dólares se orientan al subsidio a la 
prima vivienda de la familia. En el 
mismo préstamo, hay 50 millones des-
tinados a mejorar el acceso a servicios 
básicos en zonas rurales” (represen-
tante sector privado, Nicaragua). La 
iniciativa permite acceder a la vivienda 
a más familias del sector formal. Sin 
embargo, la iniciativa no incluye los 
asentamientos informales.  

• La identificación de la población más 
vulnerable ante la pandemia COVID-19 
requiere la coordinación interinstitucio-
nal para usar la información epidemio-
lógica, geoestadística de los sistemas 
de protección social y de planeación 
territorial para la adecuada focalización 
de la atención de carácter humanitario 
en el contexto de la emergencia. 

Tal es el caso de Costa Rica que esta-
bleció un protocolo nacional dirigido a

la atención de las personas y hogares 
vulnerables. Según el Viceministro de 
Vivienda y Asentamientos Urbanos, 
Patricio Morena, aquí surge un primer 
reto. “Se sabe a quiénes está dirigida 
la estrategia, pero no se cuenta con 
información suficiente para identifica 
dónde están estas personas o cuántas 
son exactamente”. 

A fin de dar respuesta a los requeri-
mientos de información, Hondura 
desarrolló una plataforma que lleva 
el registro del estado de salud de las 
familias para poder llegar a las 
personas en riesgo de contagio y 
focalizar allí los esfuerzos. Asimismo, 
los gobiernos locales están articulando 
la información respecto a los asenta-
mientos precarios para llegar con 
ayuda coordinada con el gobierno 
nacional, para no multiplicar esfuerzos. 

Guatemala se encuentra trabajando, a 
través de la organización Propuesta 
Urbana, en el montaje de un sistema 
basado en información georreferencia-
da que, con base en información del 
CENSO, permite identificar en el 
territorio y con mayor precisión las 
prioridades de intervención en materia 
de vivienda, condiciones de salubridad, 
servicios básicos y acciones de
 mitigación y recuperación económica.

• La protección de la población más 
vulnerable es un imperativo para 
proteger el derecho a la vida y, en 
ese marco, garantizar una vivienda 
adecuada. Existen consensos acerca 
de cuáles son los grupos más críticos 
sobre los que debe focalizase la política 



pública: los habitantes de calle, los 
migrantes, las madres cabeza de 
hogar, los mayores de 60 años, los 
arrendatarios, familias tenedoras de 
créditos hipotecarios y personas en 
condición de discapacidad -particular-
mente aquellos que habitan en asenta-
mientos informales y en alojamientos 
temporales.  

Interesa aquí recuperar la experiencia 
de Costa Rica. El país, previamente a 
la pandemia, atendía el problema de la 
vivienda con grandes extensiones de 
vivienda social en la periferia y con 
importantes incentivos a la construcción. 
Sin embargo, el balance en 
términos de resultados sociales no fue 
positivo: alto nivel de desarraigo, 
desvinculación de las familias y, 
también, alto costo a nivel de planifica-
ción urbana, por la falta de servicios, de 
transporte, etc. Para dar respuesta a la 
problemática, se puso en marcha el 
Programa Puente a la Comunidad, una 
intervención urbano territorial enfocada 
a asentamientos informales y barrios 
vulnerables que se propone vincular 
iniciativas en torno a la vivienda, el 
barrio y la protección del empleo. En 
reacción a la pandemia, lo primero que 
se hizo fue afinar los datos existentes 
en el marco del plan, se construyeron 
bases de datos en las que se vincula-
ron condiciones de asentamientos 
informales con otras características de 
vulnerabilidad, con estrategias de 
gestión de suelo, de planificación de 
transporte y con el Plan Nacional de 
Desarrollo Urbano. A partir de toda esa 
información, se ha podido identificar, 
por ejemplo, en donde se localiza gran 

cantidad de la población de adultos 
mayores, de hogares con hacinamien-
to, etc. Estas medidas han permitido 
desarrollar acciones para el control de 
la pandemia y su seguimiento. La 
estrategia permite priorizar el trabajo 
en las comunidades. Las principales 
problemáticas en estas comunidades 
tienen que ver con el acceso a la 
información, al agua, la gestión de 
residuos, la carencia de facilidades 
sanitarias adecuadas, las condiciones 
de hacinamiento, la inestabilidad e 
informalidad laboral y la dificultad para 
mantener distancias físicas y emocio-
nales en el hogar.

República Dominicana puso en marcha 
el Plan Quédate en Casa que aporta 
ayuda económica a 1.5 millones de 
dominicanos con trabajos vulnerables 
o que viven en asentamientos informa-
les, en donde también entrega alimen-
tos a familias, estudiantes y niños/as. 

• La prioridad en la región es evitar todo 
tipo de desalojos, tanto en vivienda 
sujetas a créditos hipotecarios como en 
viviendas en alquiler. 

En este sentido, Nicaragua impulsa 
nuevamente la implementación del 
Fondo de Hipotecas Aseguradas. Esta 
iniciativa fue puesta en marcha por 
primera vez, sin demasiado éxito, en 
los años 70 en todos los países de la 
región centroamericana. “Nosotros lo 
estamos retomando para garantizar el 
acceso a la vivienda, lograr que sea un 
derecho ciudadano y no un lujo, en 
este momento los requisitos de la 
banca son primero, que seas un traba-



jador formal. El fondo, lo que permite 
es que asegura que en caso de que un 
trabajador informal no pueda pagar el 
crédito, se pague la cuota […] disminu-
yendo los riesgos del crédito. Es un 
proyecto que creemos que tiene el 
potencial de cambiar el panorama de la 
vivienda en Nicaragua” (representar 
sector privado, Nicaragua).

La experiencia de la Alcaldía de Bogotá 
parece ser valiosa para los países de la 
región SISCA. El gobierno de esa 
ciudad puso en marcha acuerdos de 
pagos de arrendamiento entre propie-
tarios y arrendatarios para evitar los 
desalojos. Asimismo, se prohibieron 
los desalojos, se adecuaron 15 alber-
gues temporales para la población que 
no tiene vivienda con la idea de que la 
gente se mantenga en los lugares 
donde están viviendo. En ese marco, 
“el plan de ayuda al arrendamiento 
[está] pensado en tres líneas:

1. Para población que vive en arriendo 
de paga diaria: pago monetario para 
que puedan pagar su arriendo. El nivel 
de informalidad e ilegalidad es muy 
alto, a muchas personas las han expul-
sado a la calle por no poder pagar.

2. Población vulnerable que vive en 
arriendo: tiene mayor riesgo de afecta-
ción por la emergencia por sus condi-
ciones socioeconómicas. Esta medida 
ayuda a los arrendadores y arrendata-
rios que en general son clase media, 
media baja. 

3. Población migrante vulnerable que 
vive en arriendo: también tiene riesgo 

de ser afectados por su condición 
socioeconómica” (Javier Vaquero, 
Asesor del Despacho de Hábitat, 
Alcaldía de Bogotá).

• El trabajo en red y las alianzas multi-
nivel son claves para asegurar el 
aprendizaje entre pares, buscar siner-
gias para gestionar respuesta ante la 
emergencia y la financiación.

En Honduras, por ejemplo, se han con-
formado 12 mesas sectoriales para 
temas que tienen que ver con salud, 
educación, construcción, vivienda. En 
algunas de ellas, por ejemplo, la mesa 
de vivienda está avanzando en una 
alianza importante con el sector 
privado. 

En República Dominicana, el gobierno 
central busca coordinar acciones multi-
nivel. El gobierno nacional brinda las 
medidas generales y propicia el fortale-
cimiento de las contrapartes operativas 
a nivel local. “Se requiere fortalecer la 
descentralización, mientras estas 
acciones no puedan ser asumidas al 
100% no vamos a poder tener respues-
tas rápidas. Necesitamos una estructu-
ra articuladora base que tiene que 
pasar a un nivel operativo, para ello es 
necesario articular con los gobiernos 
locales y la sociedad civil” (autoridad 
de República Dominicana). Se ha 
involucrado, también, en esta red a las 
direcciones provinciales de salud, de 
respuesta ante emergencia y al sector 
privado. 



“Tenemos que avanzar en un modelo 
que pueda coordinar las estructuras 
internas de gobernanza, En segundo 
lugar, informar sobre el avance del 
virus, sobre las medidas de la asisten-
cia social. Tercero, que permita conocer 
el mapa de contagios. Cuarto, proteger 
a toda la ciudadanía, habilitando 
puntos de higiene y atención primaria 
en los barrios. Quinto, controlar los 
flujos de circulación, acercando e con-
sumo y asistencia social a los hogares. 
Sexto, ordenar, y este es el mejor mo-
mento para que los municipios puedan 
ordenar los espacios públicos en base 
a medidas de aislamiento, higiene y 
salubridad. Finalmente reactivar todos 
los sectores productivos, en función de 
dónde se localizan las dinámicas pro-
ductivas del país, habilitando sus 
estructuras para entrar en esta reacti-
vación. Estas estrategias que apuntan 
a los ODS tienen que ser articuladas en 
todos los niveles y ser orientadas 
además a la descentralización” (autori-
dad de República Dominicana).

En este escenario, “los gobiernos loca-
les [parecen ser] claves al momento de 
levantar información y permitir el acer-
camiento de la información a las perso-
nas” (Verónica Ruiz, representante 
Banco Centroamericano de la Integra-
ción Económica). 

• El gran desafío en el contexto de la 
pandemia COVID-19 es atender veloz-
mente la emergencia y anticipar la 
recuperación en medio de la incerti-
dumbre para abordar las nuevas diná-
micas de urbanización asociados al 
impacto de la post pandemia.

En Costa Rica, la estrategia para hacer 
frente a este desafío se organiza en 
cuatro grandes ejes: (1) Consolidación 
de una Red Territorial. (2) Ejecución de 
planes de acción desde cada municipio, 
proveyendo apoyo técnico y enlaces a 
través del estado nacional. (3) A partir 
de eso, los lineamientos de política 
pública tienen relación con lo que se va 
levantando de los planes de acción 
locales. (4) Finalmente el liderazgo 
local y la participación comunitaria. 
“Sobre estos cuatro pilares formamos 
una Red Territorial de Asentamientos 
Informales formada por equipos que 
trabajan en un Plan Interinstitucional y 
multinivel de preparativos y respuesta 
a escala nacional, y planes locales de 
preparativos y respuesta. A partir de 
estos planes de acción identificamos 
dos grandes líneas de acción, uno que 
tiene que ver con los preparativos 
y otra con la respuesta, estamos 
haciendo un plan de trabajo para identi-
ficar albergues, mapas de ubicación de 
la población más vulnerable, el acceso 
al agua, todo orientado a una futura 
etapa de recuperación. A raíz de esto 
planteamos 5 lineamientos. Como 
conclusión, el trabajo en asentamien-
tos informales es una oportunidad para 
vincular a las comunidades y hacer un 
trabajo multisectorial de desarrollo, 
tanto desde lo local, como a nivel 
nacional. En el corto plazo es importan-
te posicionar el sector de la construc-
ción como un sector clave para generar 
impactos económicos, de empleo, pero 
también de protección social. Si hace-
mos este proceso pensando en la 
sustentabilidad, podemos generar un 
impacto también en la descarboniza-



ción de la economía” (Patricio Morera. 
Viceministro de Vivienda y Asenta-
mientos Urbanos de Costa Rica).

• Los nuevos hábitos de vida hacen 
repensar el territorio, re-imaginarlos 
desde la ciudad de proximidad, las 
nuevas formas de movilidad, las 
alternativas para cerrar la brecha digital 
y los nuevos paradigmas de desarrollo 
económico (ciudad verde).

En este marco, las autoridades de 
República Dominicana reconocen la 
necesidad de reorientar las acciones 
a repensar la ciudad y repensar el 
territorio: “cómo nos conectamos, nos 
movemos, trabajamos, compramos, 
vendemos, sociabilizamos, dónde 
vivimos. [El desafío es] repensar 
nuevos asentamientos humanos”. 

• Se requiere un cambio de modelo de 
desarrollo que implemente políticas 
redistributivas y una reactivación eco-
nómica ‘verde’ que promueva el mejo-
ramiento integral de barrios y una 
expansión de la producción social de la 
vivienda e infraestructuras. 

Desde la perspectiva de Yolanda 
Bichara, Directora de la Oficina de Pla-
nificación del Área Metropolitana de El 
Salvador, para reconstruir una econo-
mía verde es clave el desarrollo de un 
Fondo Regional solidario entre los 
países de la región. Otra prioridad es 
poner en marcha una estrategia de 
Gobernanza Urbana Mejorada. En ese 
marco, parece necesario llegar a con-
sensos acerca de cómo, desde los 
gobiernos locales, se incide en esta 

esta Gobernanza Urbana Mejorada, 
cómo van de la mano gobiernos locales 
y nacionales. “Nuestro país que ya 
cuenta con un fondo de reconstrucción 
de la economía de 2 mil millones, pero 
tenemos que ser capaces de invertir 
bien este dinero, muchas veces 
sabemos cuáles son los problemas, 
pero nos falta articulación en distintas 
instituciones y niveles de gobernanza 
para efectivamente llevar a cabo las 
soluciones, tenemos que ponernos de 
acuerdo e ir todos en la misma línea 
para efectivamente poder llevar a cabo 
la Nueva Agenda Urbana”. 

En este contexto, los estados que ya 
están alineados en su política pública 
con las agendas de los ODS y NUA se 
estima podrán recuperarse mejor de 
los efectos de la pandemia COVID-19 y 
salir de la crisis.

• La atención de la emergencia desde 
un enfoque sobre la vivienda puso 
nuevamente en la escena el debate de 
la vivienda como derecho humano y 
como parte activa del desarrollo econó-
mico. En este escenario, el sector de la 
construcción aparece como un sector 
clave en la recuperación.

Al respecto, Verónica Ruiz, represen-
tante Banco Centroamericano de la 
Integración Económica, plantea que 
la vivienda es una gran oportunidad de 
cambio y señala la necesidad de 
impulsar proyectos con mecanismos 
de financiamiento que se adapten al 
mercado informal. Se trata de recupe-
rar mecanismos que ya existen 
adaptándolos para la reconstrucción. 



Son prioridad de la entidad los proyec-
tos de mejoramiento de barrios.  

“En El Salvador estamos trabajando en 
medidas a corto plazo, pero también a 
largo plazo para reactivar la economía 
mediante la construcción de vivienda. 
Crear esa oferta de vivienda accesible 
y adecuada para personas de escasos 
recursos. Estamos trabajando en 
viviendas de menos de 25.000 dólares, 
dando un mínimo de metros cuadrados 
por vivienda, por ahora, creemos que el 
mínimo de superficie para una vivienda 
son 48 m2. Esto ha logrado que 
muchas familias se interesen en invertir 
en su casa, y también que las empre-
sas constructoras quieran invertir en 
proyectos de vivienda social, lo que 
antes no sucedía porque no había
 subsidios. Otro tema importante es el 
de cooperativas de viviendas que han 
permitido que las comunidades se 
organicen y accedan a proyectos de 
viviendas. Estamos trabajando de 
manera simultánea en un marco 
regulatorio para la vivienda que sea 
acorde a la realidad y que nos permita 
avanzar. [Asimismo] Somos un ministe-
rio que está enfocado en crear las 
condiciones para los grandes inversio-
nistas creen grandes proyectos de 
vivienda, pero también que existan 
proyectos de vivienda social para los 
más vulnerables porque creemos que 
la vivienda adecuada, la primera 
vivienda de una familia es el saltarín 
para salir de la extrema pobreza. En-
tonces tenemos dos grandes enfoques, 
hacia la inversión privada que genera 
empleo y hacia la vivienda social” 
(Michelle Sol, Ministra de Vivienda de 

El Salvador).

• Es crucial generar viviendas y espa-
cios públicos dignos en contexto de 
seguridad alimentaria y redes activas 
de cuidado y protección social.

Honduras ha desarrollado un plan de 
entrega de canastas de alimentos cada 
quince días que se han gestionado con 
los gobiernos locales, principalmente 
en San Pedro Sula, que es la ciudad 
con mayor desarrollo industrial del 
país. Asimismo, ha fomentado y facili-
tado la compra de camiones cisterna 
para llevar agua potable a estos 
asentamientos. 

En Guatemala se han organizado 
puntos focales de abasto en dónde la 
población de los asentamientos infor-
males puede comprar sus alimentos, 
estos puntos focales de mercados 
permiten priorizar esfuerzos en la 
intervención. 

República Dominicana puso en marcha 
el Programa Comer es Primero que ha 
aumentado el apoyo a las familias que 
ya están registradas en los sistemas de 
información para personas vulnera-
bles. “Hemos podido identificar 
además a personas que antes no 
recibían ayuda pero que, a partir de 
esta iniciativa de quedarse en casa, 
han empezado a recibir ayuda”, seña-
lan las autoridades del país.

Aprendizajes para la acción de largo 
plazo y escala macro 

Hacia una visión colectiva de una 



‘recuperación regional verde’: el
desafío para política pública parece ser 
acompañar estos esfuerzos –de corte 
más bien tradicional– con acciones 
específicas, adaptadas a las realidades 
nacionales, que propicien el fortaleci-
miento de los circuitos económicos 
locales. Ocupación de suelo actual-
mente vacante, utilización de las 
viviendas vacías, mejoramiento de 
barrios con operaciones urbanas inte-
grales basadas sobre la recuperación 
del valor creado a través de la inversión 
pública y apoyo técnico a la autocons-
trucción en suelo seguro, etc. son 
estrategias que tienen que ser riguro-
samente evaluadas desde el nivel 
nacional y local.
 
Otra importante línea de acción es la 
potenciación de los efectos multiplica-
dores de la construcción o renovación 
de vivienda a partir de involucrar 
pequeñas y medianas empresas loca-
les en la producción de materiales cuya 
generación implique capturas de 
carbono en lugar de su liberación y que 
sean intensivas en empleo antes que 
en capital. Ello requiere de la coordina-
ción estrecha con la política industrial 
nacional y tiene la gran virtud de que 
los efectos distributivos de la inversión 
de recursos públicos contribuirán a 
reducir la gran brecha de desigualdad 
existente en los países de la región 
y aportarán significativamente a la 
construcción de un desarrollo local 
inclusivo y resiliente. 

Gobernanza urbana mejorada para 
la equidad territorial: la gobernanza
urbana opera a diferentes escalas a 

 través de un ecosistema de institucio-
nes formales e informales donde los 
actores estatales, de la sociedad civil y 
del sector privado negocian marcos 
regulatorios y prácticas en torno a la 
producción y el uso de la vivienda. La 
naturaleza de la gobernanza es un 
factor clave que influye en cómo la 
vivienda puede aumentar o reducir la 
desigualdad en función de su nivel de 
adecuación. Una gobernanza alienada 
con el desarrollo humano y local 
demanda ciudades comprometidas con 
la cohesión social (Ortiz & Boano, 
2020). 

Viviendas más eficientes en el con-
sumo de energía, bajas en carbono, 
innovadoras y sostenibles: Necesita-
mos abogar por modos innovadores y 
sustentables de producción de vivien-
das en las ciudades del Sur Global. 
Esta “recuperación verde” debe aten-
der las dimensiones económica, social 
y ambiental del Desarrollo urbano a la 
vez que orienta las acciones hacia la 
construcción de sociedades más inclu-
yentes y sostenibles ante futuras pan-
demias, cambio climático y otros retos 
globales. 

Hacia una visión colectiva de la vivien-
da como infraestructura de cuidado⁸: 
La pandemia parece ser una oportuni-
dad para promover una alianza inter-
sectorial regional que apoye decidida-
mente el mejoramiento integral de 
barrios saludables como la más expe-
dita estrategia tanto en la respuesta
inmediata como la recuperación de 
largo plazo. Como ha advertido la 
CEPAL, uno de los desafíos más  



importantes que tiene la región es “la 
reorganización social de los cuidados 
para alcanzar la plena corresponsabili-
dad entre el Estado, el mercado y las 
familias” (2020:2). 

Mecanismos y mercados financieros 
más justos para el acceso al suelo, 
la vivienda y la prevención de des-
alojos: El funcionamiento de los mer-
cados de suelo y vivienda debe nece-
sariamente ajustarse a las dinámicas 
de los mercados de trabajo, compro-
metiendo a los gobiernos en políticas 
activas de producción de vivienda 
social bien ubicada y servida y 
de generación de empleo genuino. 
Asimismo, resulta necesario garantizar 
que las poblaciones más vulnerables 
tengan acceso a los servicios de salud 
y de educación. Esto plantea desafíos 
importantes en contextos marcados 
por la vulnerabilidad socioeconómica y 
el acceso limitado a internet. 

Mejores condiciones de vida para 
los migrantes y las personas en 
viviendas temporales: En el contexto 
de la crisis COVID-19 resulta im-
prescindible abordar y prevenir la falta 
de vivienda cuando las personas no 
tienen un hogar o corren el riesgo de 
perder el que tienen, poniendo a dispo-
sición viviendas de emergencia para 
alojar a personas que no tienen un 
hogar y permitir su confinamiento 
seguro. Resulta necesario que los 
gobiernos se comprometan en solucio-
nes de vivienda digna asequible para 
los sectores más desfavorecidos,
respetando la visión de la vivienda 
como derecho humano. 

Mejora de la resiliencia urbana y de 
la salud física y mental a través del 
acceso a la vivienda digna: Dada 
la situación de déficit habitacional y la 
alta proporción de familias habitando 
en barrios precarios, es imperativo 
impulsar el tipo de transformaciones 
institucionales para permitir mejoras 
estructurales en la vivienda y la salud 
y cambiar la política urbana hacia 
ciudades más saludables. 


